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Panel integrado por su presidenta; la Juez Lebrón Nieves, la Juez 

Barresi Ramos y la Jueza Santiago Calderón 
 

Lebrón Nieves, Juez Ponente 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 16 de agosto de 2024. 

El 17 de julio de 2024, compareció ante este Tribunal de 

Apelaciones, la señora Ana Cristina Martínez Del Valle (en adelante, 

señora Martínez Del Valle o parte recurrente), por medio de recurso 

de Revisión de Decisión Administrativa, en el que nos solicita que le 

ordenemos a Pryco Movers II, Inc. p/c de su Agente residente 

Tamara García Castro (en adelante, Pryco Movers II o parte 

recurrida) el cumplimiento con la Resolución y Orden emitida el 31 

de mayo de 2024 y notificada el 7 de junio de 2024, por el Negociado 

de Transporte y Otros Servicios Públicos de la Junta 

Reglamentadora de Servicio Público de Puerto Rico, (en adelante, 

NTSP). Mediante su dictamen, la agencia recurrida declaró Ha Lugar 

la Querella instada por la parte recurrente. 

Por los fundamentos que expondremos a continuación, se 

devuelve el caso al Negociado de Transporte y otros Servicios 

Públicos para que proceda de conformidad con lo aquí resuelto.  
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I 

 Conforme surge de la Resolución y Orden emitida el 31 de 

mayo de 2024, el presente caso tiene su inicio en una Querella 

instada por la señora Martínez Del Valle en contra de Pryco Movers 

II el 31 de enero de 2023.  En síntesis, alegó que contrató los 

servicios de mudanza de la parte recurrida para trasladar unas 

pertenencias del estado de Florida a Puerto Rico y, pese a cumplir 

con el pago de la tarifa acordada, aún no las había recibido. 

Surge del expediente que la Querella fue notificada el 17 de 

mayo de 2023, y el NTSP le concedió a la parte recurrida un término 

para contestar so pena de anotarle la rebeldía.  Transcurrido en 

exceso el término concedido, este no contestó.  

Tal y como se desprende de la Orden Administrativa1, en vista 

de que la Oficina de Abogados Examinadores advino en 

conocimiento de que, desde mediados de julio del 2023, en un 

esfuerzo conjunto entre el NTSP, el Departamento de Hacienda, el 

transportista marítimo Crowley y el transportista terrestre García 

Trucking Services, se pudieron retirar de los muelles y entregar a 

los afectados –muchos de ellos querellantes– el NTSP quiso 

corroborar si en este caso en específico, la parte recurrente había 

recibido sus pertenencias.  En escrito fechado el 10 de noviembre de 

2023, la señora Martínez Del Valle manifestó su interés en continuar 

con el caso.  Luego, mediante correo electrónico enviado el 19 de 

enero de 2024, reafirmó su interés.  Así las cosas, en Orden 

Administrativa notificada y archivada en autos el 25 de marzo de 

2024, se ordenó la anotación de rebeldía en contra de la parte 

recurrida, así como la celebración de una Vista Administrativa para 

el 23 de abril de 2024 a las 9:00 am. 

 
1 Notificada y archivada en autos el 23 de octubre de 2023. 
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Llegado el día de la vista, compareció la señora Martínez Del 

Valle, por derecho propio.  Comparecieron, además, los Inspectores 

Nyria Solís Corps y Ricardo García Alicea.  La parte recurrida no 

compareció. Los procedimientos fueron dirigidos por la Lcda. Ileana 

Díaz Rosado, Oficial Examinadora. 

Considerado el informe preparado por la licenciada Díaz 

Rosado con fecha del 22 de mayo de 2024, el NTSP aprobó y acogió 

el mismo, y lo hizo formar parte integral de la Resolución y Orden 

que nos atiene.  Consecuentemente, el NTSP, en virtud de los 

poderes y facultades que le confiere su ley habilitadora, infra, según 

enmendada, dispuso la siguiente:  

ORDEN 

Se declara Ha Lugar la querella número 1012135 

radicada por Ana Cristina Martínez Del Valle en 
contra de Pryco Movers II, Inc. 

 
Se ordena a Pryco Movers II, Inc. a que proceda a 
pagarle a Ana Cristina Martínez Del Valle, dentro de 

un término de treinta (30) días, la cantidad de 
$27,089.00 por concepto de los gastos incurridos y 
los daños y perjuicios sufridos. 

 
Se apercibe a Pryco Movers II, Inc. que si incumple 

con la orden de pago, Ana Cristina Martínez Del 
Valle podrá directamente acudir al foro judicial para 
solicitar que se ejecute y ponga en vigor lo 

ordenado, incluyendo la radicación de una acción 
judicial por su importe. 

 

Además, en su Resolución y Orden el NTSP realizó las 

siguientes advertencias: 

Disponiéndose que cualquier parte afectada tendrá 
derecho a solicitar la reconsideración de la presente 
Resolución y Orden en el Negociado de Transportación 

y otros Servicios Públicos de Puerto Rico dentro del 
término de veinte (20) días contados a partir del archivo 
en autos de la notificación de esta Resolución y Orden. 

Si la fecha de archivo en autos de copia de la 
notificación de la presente Resolución y Orden es 

distinta a la del depósito en el correo de dicha 
notificación, el término se calculará a partir de la fecha 
del depósito en el correo.  El solicitante notificará copia 

de tal escrito por correo a todas las partes que hayan 
intervenido en los procedimientos dentro del mismo 
término.  El recurso de reconsideración debe 

presentarse a través de la Secretaría del NTSP, e 
identificarse como “Moción de Reconsideración o 
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Relevo”.  El arancel a pagar es de veinte dólares ($20.00) 
y la cuota de procesamiento es doce dólares ($12.00).  

Se apercibe que el recurso de reconsideración se 
entenderá por no presentado, entiéndase, será nulo y 

no surtirá efecto alguno, si no se procesa el pago del 
correspondiente arancel por una razón imputable al 
peticionario.  La solicitud de reconsideración no eximirá 

a persona alguna de cumplir con u obedecer cualquier 
decisión del NTSP, ni operará en forma alguna a modo 
de suspensión o posposición de la vigencia de esta, a 

menos que medie una orden especial del NTSP. 
 

En la alternativa, la parte afectada podrá acudir en 
revisión administrativa a la Junta Reglamentadora de 
Servicio Público de Puerto Rico o directamente al 

Tribunal de Apelaciones mediante un recurso de 
revisión judicial, dentro del término de treinta (30) días 

contados a partir del archivo en autos de la notificación 
de la presente Resolución y Orden.  El foro para apelar 
será discrecional de la parte afectada excepto en 

aquellas instancias en que una ley del Gobierno de 
Estados Unidos de América confiera la jurisdicción a 
una agencia o entidad federal o al Tribunal de Distrito 

de Estados Unidos para el Distrito de Puerto Rico.  
 

II 

A. Cuestiones sobre jurisdicción y competencia: en general 

La jurisdicción consiste en la autoridad o el poder que tiene el 

tribunal para atender y decidir un caso o controversia. 

Reiteradamente nuestro Tribunal Supremo ha reconocido que las 

cuestiones de jurisdicción son de índole privilegiada y deben ser 

resueltas con preferencia.2 Como cuestión privilegiada, un 

planteamiento sobre jurisdicción en la materia puede hacerse en 

cualquier etapa del procedimiento. En ese sentido, los tribunales 

tienen el deber ministerial de examinarla y evaluarla rigurosamente, 

ya sea porque fuera cuestionada o motu proprio, pues, por su 

naturaleza, incide directamente sobre el poder que tiene para 

adjudicar las controversias.3 Según [ha] precisado, la falta de 

jurisdicción [...] trae consigo las consecuencias siguientes: (1) no es 

 
2 Horizon v. Jta. Revisora, RA Holdings, 191 DPR 228, 233–234 (2014); Muns. 
Aguada y Aguadilla v. JCA, 190 DPR 122, 131 (2014); Hernández Romero v. Pol. 

de P. R., 177 DPR 121, 135 (2009); García v. Hormigonera Mayagüezana, 172 DPR 

1, 7 (2007); J.P. v. Frente Unido I, 165 DPR 445, 458–459 (2005). 
3 Horizon v. JTA. Revisora, RA Holdings, supra, pág. 234; Cordero v. ARPe, 187 

DPR 445, 457 (2012); J.P. v. Frente Unido I, supra, pág. 459; Asoc. Dueños Casas 
de la Parguera, Inc. v. J.P., 148 DPR 307, 312 (1999). 

http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2033807263&pubNum=0002995&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_233&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_233
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2033807263&pubNum=0002995&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_233&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_233
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2032703902&pubNum=0002995&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_131&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_131
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2032703902&pubNum=0002995&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_131&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_131
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2032703902&pubNum=0002995&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_131&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_131
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2020122121&pubNum=0002995&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_135&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_135
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2020122121&pubNum=0002995&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_135&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_135
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2020122121&pubNum=0002995&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_135&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_135
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2012954512&pubNum=0002995&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_7&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_7
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2012954512&pubNum=0002995&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_7&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_7
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2012954512&pubNum=0002995&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_7&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_7
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2007250497&pubNum=0002995&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_458&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_458
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2007250497&pubNum=0002995&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_458&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_458
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1999214083&pubNum=0002995&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_312&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_312
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1999214083&pubNum=0002995&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_312&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_312
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1999214083&pubNum=0002995&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_312&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_312
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susceptible de ser subsanada; (2) las partes no pueden 

voluntariamente conferírsela a un tribunal como tampoco puede 

éste a[r]rogársela; (3) conlleva la nulidad de los dictámenes emitidos; 

(4) impone a los tribunales el ineludible deber de auscultar su propia 

jurisdicción; (5) impone a los tribunales apelativos el deber de 

examinar la jurisdicción del foro de donde procede el recurso, y (6) 

puede presentarse en cualquier etapa del procedimiento, a instancia 

de las partes o por el tribunal motu proprio. (Citas omitidas) Fuentes 

Bonilla v. ELA, 200 DPR 364, 372-373 (2018).  

Ahora bien, en el ejercicio de auscultar la jurisdicción de un 

foro judicial, debemos tener presente que nuestra Constitución 

dispone que “[l]os tribunales de Puerto Rico constituirán un sistema 

judicial unificado en lo concerniente a jurisdicción, funcionamiento 

y administración”.4 Este precepto constitucional establece, además, 

la facultad de la Asamblea Legislativa, no de limitar nuestra 

jurisdicción, sino de determinar la competencia y organización de 

los tribunales. (Citas omitidas) Fuentes Bonilla v. ELA, supra, pág. 

373. 

Con la aprobación de la Constitución de Puerto Rico “nuestros 

tribunales dejaron de funcionar como células u órganos separados 

e independientes. A partir de ese momento pasaron a formar una 

sola organización, un solo conjunto, un tribunal único”. (Énfasis 

suprimido).5 Desde entonces los tribunales de Puerto Rico —

actualmente el Tribunal de Primera Instancia, el Tribunal de 

Apelaciones y el Tribunal Supremo de Puerto Rico— componen un 

Tribunal General de Justicia que, tanto legislativa como 

constitucionalmente, cuenta con una sola jurisdicción.6 Sin duda, 

 
4 Art. V, Sec. 2, Const. PR, LPRA, Tomo 1, ed. 2016, pág. 426. Véase, además: Art. 
2.001 de la Ley de la Judicatura de Puerto Rico de 2003 (Ley de la Judicatura de 

2003), Ley Núm. 201-2003, según enmendada, 4 LPRA sec. 24b. 
5 Id., pág. 23, citando a Freire Ayala v. Vista Rent, 169 DPR 418, 441 (2006). 
6 Véase Art. 2.001 de la Ley de la Judicatura de 2003, supra, 4 LPRA sec. 24b. 

Véase, además, Freire Ayala v. Vista Rent, supra, pág. 441. 

http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1000556&cite=PRCNARTVS2&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=LQ&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRSSTT4S24B&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=LQ&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2010684412&pubNum=0002995&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_441&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_441
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=2010684412&pubNum=0002995&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_441&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_441
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRSSTT4S24B&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=LQ&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
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la adopción del Art. V, Sec. 2 de la Constitución de Puerto Rico, 

LPRA, Tomo 1, evolucionó algunos aspectos que hasta entonces se 

trataban como asuntos de “jurisdicción” transformándolos en una 

nueva categoría que actualmente conocemos como “competencia”.7  

La competencia es la forma como se canaliza la 

jurisdicción a través de los foros judiciales.8 (Énfasis nuestro). 

Conforme ha expresado el Alto Foro, después de la aprobación de la 

Constitución de Puerto Rico y de la Ley de la Judicatura de 1952, la 

distinción entre la jurisdicción y la competencia está coordinada con 

la diferencia entre el poder del tribunal y la conveniencia de los 

litigantes, los tribunales y los testigos.9 Así pues, las normas de 

competencia buscan establecer la tramitación ordenada de los 

asuntos judiciales en nuestro sistema de jurisdicción unificada.10  

Por ello, como norma general, a través de la legislación promulgada 

podemos identificar cómo ésta se ha instituido a través de los foros 

judiciales.11 

Respecto a la competencia, dentro de nuestro sistema de 

jurisdicción única, la Regla 3.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. 

V, R. 3.2, dispone: 

Regla 3.2. Competencia 
 
Todo pleito se presentará en la sala que corresponda 

según lo dispuesto por ley y por estas reglas, pero no se 
desestimará ningún caso por razón de haberse 

sometido a una sala sin competencia. 
 
Todo pleito podrá tramitarse en la sala en que se 

presente por convenio de las partes y la anuencia 
fundamentada del juez o jueza que presida dicha sala 
en ese momento.  De lo contrario, será transferido por 

orden del juez o jueza a la sala correspondiente. 
 

Es decir, en nuestro ordenamiento jurídico, el sistema 

unificado no implica que debamos abstraernos de las normas sobre 

 
7 Id, pág. 374. 
8 Horizon v. JTA. Revisora, RA Holdings, supra, pág. 235. 
9 Rodríguez v. Registrador, 75 DPR 712, 717 (1953). 
10 Lemar S.E. v. Vargas Rosado, 130 DPR 203, 207 (1992). 
11 Id, pág. 374-375. 

http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1000556&cite=PRCNARTVS2&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=LQ&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1953011214&pubNum=0002995&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_717&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_717
http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1953011214&pubNum=0002995&originatingDoc=Iefed58d82e0e11e9ab20b3103407982a&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_717&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.UserEnteredCitation)#co_pp_sp_2995_717
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competencia, que precisamente buscan favorecer la economía 

procesal.  A tal respecto se ha resuelto que:  

[…] El mandato plasmado en la Sec. 2 del Art. V de la 
Constitución respecto a que los tribunales “constituirán 
un sistema judicial unificado en lo concerniente a 

jurisdicción, funcionamiento y administración” – con 
miras a lograr la mayor eficiencia, distribución 
equitativa de trabajo, rapidez, especialización de jueces, 

economía y máxima flexibilidad – fue concebido por la 
Asamblea Constituyente sin menoscabo de la facultad 

legislativa “para determinar la competencia de los 
tribunales y para disponer que de acudir un litigante a 
un tribunal distinto al indicado por las leyes sobre 

competencia, la parte contraria p[odría] solicitar y 
obtener el traslado de la causa, o el tribunal motu 

proprio... así disponerlo”. 4 Diario de Sesiones de la 
Convención Constituyente 2609 (1951).   
 

Polanco v. Tribunal Superior, 118 DPR 350, a la pág. 354 
(1987).  

 
B. El Negociado de Transporte y otros Servicios Públicos de 

Puerto Rico de la Junta Reglamentadora 

 

El Negociado de Transportación y otros Servicios Públicos 

(antes Comisión de Servicio Público y en adelante, NTSP) fue creado 

mediante la Ley 109 de 28 de junio de 1962, según enmendada, 27 

LPRA sec. 1001 et seq., con funciones cuasi legislativas y cuasi 

judiciales, a los fines de fiscalizar la transportación comercial y la 

mayoría de los servicios de transporte público terrestre en Puerto 

Rico. Conforme lo dispone su ley orgánica, entre las facultades del 

NTSP figuran el otorgar toda autorización de carácter público para 

cuyo otorgamiento no se haya fijado otro procedimiento de ley, 

incluyendo el derecho de usar o cruzar a nivel, sobre nivel o bajo 

nivel las vías públicas o cauces de aguas públicas y para 

reglamentar las compañías de servicio público, porteadores públicos 

y porteadores por contrato, incluyendo asignar los vehículos 

públicos que utilizarán lugares de aparcamiento. El NTSP también 

tiene facultad para reglamentar las empresas de vehículos privados 

dedicados al comercio, incluyendo vehículos de motor comercial. 

Las decisiones del NTSP, en el ejercicio de función cuasi 

judicial, están sujeta a revisión. En esa dirección, la Ley de Servicio 
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Público de Puerto Rico conocida como Ley 109 de 28 de junio de 

1962, supra, en su sección 1266 dispone lo siguiente: 

§ 1266. Revisión de decisiones 
 
(a)  Cualquier parte en un procedimiento bajo esta 

parte que resultare adversamente afectada por la 
decisión final del NTSP podrá, dentro de treinta (30) días 

a partir de la fecha de habérsele notificado dicha 
decisión, radicar una solicitud de revisión en la Junta 
Reglamentadora de Servicio Público o en el Tribunal de 

Apelaciones. La petición de revisión se radicará y 
presentará de conformidad con las reglas vigentes y las 
secs. 9601 et seq. del Título 3, conocidas como “Ley de 

Procedimiento Administrativo Uniforme del Gobierno de 
Puerto Rico”. 

 
(b)  El costo de transcribir, preparar y certificar el 
récord administrativo lo pagará al NTSP la parte que 

haya radicado la petición de revisión. El NTSP, 
mediante regla, podrá disponer para el pago a las 

personas que preparen el récord administrativo. El 
NTSP no está en la obligación de certificar y remitir al 
tribunal el récord administrativo hasta que el 

recurrente haya depositado en la Secretaría de éste el 
costo total de la preparación, transcripción y 
certificación del mismo, excepto en casos de insolvencia 

que hayan sido debidamente probados ante el NTSP. 
 

 A su vez, la Ley 211-2018, en la sección 9, sobre el 

procedimiento de revisión administrativa y judicial de los 

Negociados, dispone como sigue:  

Sección 9.-Procedimientos de Revisión 
Administrativa y Judicial de los Negociados. 

 
Una parte adversamente afectada por una orden, 
resolución, decisión o determinación final del Negociado 

de Telecomunicaciones o del Negociado de Transporte y 
otros Servicios Públicos, creados en virtud del Plan, 

podrá presentar una solicitud de revisión 
administrativa ante la Junta Reglamentadora de 
Servicio Público o ante el Tribunal de Apelaciones.  El 

foro a apelar será discrecional de la parte afectada 
excepto en aquellas instancias en que una ley del 
Gobierno de Estados Unidos de América confiera la 

jurisdicción a una agencia o entidad federal o al 
Tribunal de Distrito de Estados Unidos para el Distrito 

de Puerto Rico. La presentación de la solicitud de 
revisión se hará de conformidad con la Ley 38-2017, 
conocida como “Ley de Procedimiento Administrativo 

Uniforme del Gobierno de Puerto Rico” y, en su caso, 
con la reglamentación del Tribunal de Apelaciones a 

esos fines. Las resoluciones o decisiones de la Junta 
Reglamentadora de Servicio Público serán consideradas 
determinaciones finales de los Negociados. 
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La parte adversamente afectada por una orden, 
resolución, decisión o determinación final de la Junta 

Reglamentadora de Servicio Público, en los casos en que 
se haya acudido a dicho foro en revisión de conformidad 

con lo establecido en este Artículo, podrá acudir en 
revisión al Tribunal de Apelaciones. La presentación de 
la solicitud se hará de conformidad con la Ley 38-2017, 

según enmendada.  
  
Una parte adversamente afectada por una orden, 

resolución, decisión o determinación final del Negociado 
de Energía, creado en virtud del Plan, podrá acudir en 

revisión solamente al Tribunal de Apelaciones de Puerto 
Rico. 

  

 Ahora bien, es importante destacar que las disposiciones de 

ley antes mencionadas, se refieren a aquellos casos en que una parte 

afectada por la determinación interese que se revise dicha 

determinación. 

 En el caso que nos ocupa, no existe desacuerdo o 

inconformidad de la señora Martínez Del valle con lo determinado 

por el NTSP, sino que lo que procura es la puesta en vigor de dicha 

determinación.  Sobre este particular, la Ley de Servicio Público de 

Puerto Rico, supra, en su sección 1272, establece de la siguiente 

manera: 

Siempre que la Comisión opinare que cualquier 

compañía de servicio público, porteador por contrato o 
persona está infringiendo, va a infringir o se ha de negar 

a cumplir cualquier disposición legal, regla o decisión 
de la Comisión, o sentencia final pronunciada, la 
Comisión podrá, por medio del Secretario de Justicia, 

incoar en el Tribunal de Primera Instancia y a 
nombre del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 

cualquier recurso legal adecuado para impedir tales 
infracciones o para obligar a su cumplimiento. Esta 
misma facultad se le confiere al Secretario de Justicia 

para motu proprio incoar el recurso adecuado para 
impedir tales infracciones o incumplimientos. El 
Tribunal de Primera Instancia queda investido con 

jurisdicción exclusiva para oír y determinar sobre estas 
acciones. (Énfasis nuestro). 

 

Esbozada la norma jurídica, procedemos a aplicarla al recurso 

ante nuestra consideración.  

III 

En el caso que nos ocupa, la señora Martínez Del Valle nos 

solicita que le ordenemos a Pryco Movers II, Inc. p/c de su Agente 
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residente Tamara García Castro el cumplimiento con la Resolución 

y Orden emitida el 31 de mayo de 2024 y notificada el 7 de junio de 

2024, por el Negociado de Transporte y Otros Servicios Públicos de 

la Junta Reglamentadora de Servicio Público de Puerto Rico. 

Mediante su dictamen, la agencia recurrida declaró Ha Lugar la 

Querella y le ordenó a Pryco Movers II, Inc.  que procediera a pagarle 

a la señora Martínez Del Valle, dentro de un término de treinta (30) 

días, la cantidad de $27,089.00 por concepto de los gastos 

incurridos y los daños y perjuicios sufridos. 

Como mencionamos previamente este Tribunal de 

Apelaciones es un foro revisor intermedio con la facultad de revisar 

aquellas determinaciones judiciales o administrativas.     

Habida cuenta de que no nos encontramos ante un caso en el 

cual se solicita la revisión de una determinación del ente 

administrativo NTSP, el asunto planteado no es de la competencia 

de este foro intermedio.  Antes bien, dicha solicitud debe plantearse 

ante el Tribunal de Primera Instancia, que es el foro con 

competencia para entender en dicho reclamo. Lo anterior, 

conforme a lo dispuesto por la sección 1272 de la Ley de Servicio 

Público de Puerto Rico, antes citada.  De conformidad con dicho 

estatuto, ante el reclamo de la señora Martínez Del Valle, le 

corresponde a la Comisión (ahora, NTSP), procurar el cumplimiento 

de su dictamen ante el foro correspondiente, que como dijimos, es 

el Tribunal de Primera Instancia. 

IV 

Por los fundamentos que anteceden, se devuelve el caso al 

NTSP para que proceda de conformidad con lo aquí resuelto. 

Por otro lado, instamos al NTSP a que, en adelante, advierta 

adecuadamente a las partes sobre el trámite correspondiente en ley 

para la puesta en vigor de sus dictámenes.  Colegimos que, en 

situaciones como las que nos ocupa, el lenguaje de las advertencias 
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contenidas en la Resolución y Orden que nos ocupa, puede inducir 

a error, como en efecto, ocurrió en el presente caso.  Lo anterior, con 

una inversión de esfuerzos y pago de aranceles de parte de la señora 

Martínez Del Valle innecesarios.   

Notifíquese. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


